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1.- Introducción y antecedentes.

La seguridad/inseguridad es una preocupación central en toda sociedad, en particular en aquellas donde el desarrollo y la modernidad han llegado a ser ejes centrales que direccionan el cambio social. 

En América Latina es una problemática latente, pero al mismo tiempo emergente, sensible y compleja, por cuanto no existe suficiente acuerdo político y técnico, en los enfoques y estrategias, por ejemplo, sobre las formas de abordar el delito y la violencia, el tipo y nivel de seguridad esperado o buscado, y menos sobre el nivel de inseguridad tolerado. ¿A partir de qué nivel de seguridad-inseguridad resulta exigible políticas eficaces de contención de este problema?, ¿qué es estar protegido? y ¿de qué?, interrogantes todas esenciales a la hora de diseñar y evaluar las políticas conducentes a contener, sino reducir, la inseguridad, sus causas y sus consecuencias. En la región la heterogeneidad de iniciativas y experiencias, y las escasas evaluaciones disponibles, justifican la urgencia de analizar y validar el resultado de las políticas y planes nacionales de seguridad ciudadana.

En este contexto, este documento pretende establecer un marco de referencia teórico-conceptual para el estudio de la seguridad ciudadana y la gestión de políticas públicas orientadas a enfrentar la delincuencia, la violencia, la inseguridad y el temor en una sociedad, en particular en las grandes ciudades de Latinoamérica. 

El valor de la presente propuesta radica tanto en su utilidad como referente conceptual y de reflexión para el desarrollo de una visión sobre el estado de ejecución de estrategias y planes pertinentes, como en su utilidad como orientación y guía para la investigación en este campo. 

De esta forma, a través de este documento se busca responder interrogantes fundamentales para la construcción de consensos sobre el diseño, implementación y evaluación de políticas de seguridad ciudadana y, de la misma forma, vislumbrar posibles y probables escenarios sobre su evolución y tendencias tanto en las esferas pública y privada como en los distintos niveles de injerencia (internacional, nacional, estatal, gubernamental, local) en países del Cono Sur.

2.- Sobre la naturaleza de la seguridad.

La seguridad es una aspiración individual y social dado su carácter fundamental para el desarrollo y realización de la persona y la sociedad. La existencia humana y la convivencia en sociedad necesitan de redes de protección en diferentes tipos, coberturas y escalas. Sin embargo, aún a pesar de estas, las preocupaciones por la seguridad permanecen omnipresentes, particularmente en el escenario de la modernidad
 y la mayor conciencia sobre los riesgos y peligros.

En esencia, la seguridad implicaría certeza y/o ausencia de riesgo, amenaza o daño
. Ella depende de la presencia/ausencia de factores de riesgo objetivos y factores de protección. Los modos y mecanismos para alcanzar este estado están en directa relación con la naturaleza de las inseguridades y la existencia de sistemas eficaces de protección civil y social, dirigidos a reducir dichas amenazas y peligros. Un factor clave aquí es la tolerancia o aceptabilidad de conductas y situaciones tanto individuales como sociales sancionadas según expectativas de convivencia social (individualización, tolerancia y diferenciación) y los estímulos asociados al desarrollo de una sociedad (consumo, status y deprivación social).

Aun cuando pueda parecer una formulación extrema, puede sostenerse que la seguridad es una ficción social. Ello se sustenta en dos aproximaciones no excluyentes entre sí y que conviene tener a la vista a la hora de formular y analizar las políticas públicas de seguridad ciudadana. 

Desde una perspectiva, la preocupación por la seguridad es producto de un incremento de la inseguridad a la par de que la noción de peligro se ha ido incrementando y extendiendo. Respecto de la emergencia de la inseguridad, de sus causas y factores intervinientes, y su relevancia como factor crítico en el desarrollo social y político, la literatura es amplia y controvertida. No obstante, esto demuestra y ayuda a comprender las dimensiones de un fenómeno polivalente que presenta diversas facetas, desde lo psicosocial hasta lo político-institucional. 

En esencia, la seguridad no se puede entender sin su contraparte: la inseguridad. Esta está presente en todas las sociedades. En todas existen situaciones y circunstancias que la acrecientan o reducen, pues la inseguridad no es la ausencia de protección o inexistencia de peligros reales, sino el reverso de un proceso dinámico de búsqueda de más seguridad en un entorno cambiante, donde “riesgo” y “peligro” pasan a ser más relevantes como ejes conductuales (búsqueda de protección). “Estar protegido” supone “estar amenazado”.
Por sus características, los riesgos pueden ser transformados, ampliados o reducidos, dramatizados o minimizados. En esencia, se trata de “constructos colectivos” resultantes de la vida en sociedad, no atribuibles a la naturaleza. De la misma forma, la aceptación de determinados riesgos sociales representa un conjunto delimitado y seleccionado de los peligros “naturalmente amenazantes” o “socialmente producidos”. Por tanto, están abiertos a los procesos sociales de definición. Con esto subrayamos el relativismo cultural que rodea la percepción y valoración del riesgo y lo que se define como inseguro. Por ello, puede sostenerse que la inseguridad es una construcción social y cultural, por ende relativa, y subordinada tanto a la experiencia colectiva como a la individual.

Desde otro punto de vista, el problema de la inseguridad en la sociedad se torna en extremo más complejo cuando el riesgo y el peligro se enfocan desde una perspectiva sociopolítica. Es decir, más allá del hecho cierto de que el binomio seguridad-inseguridad es, en esencia, subjetivo, pero construido en base a elementos de la realidad objetiva, se suma la necesidad de construir consensos respecto de los mecanismos y límites, atendida la preponderancia de las “representaciones sociales y culturales”
 sobre la seguridad y de las normas institucionalizadas jurídicamente para ella. La seguridad no se construye a cualquier costo y tampoco se alcanza de cualquier forma. Este ha sido uno de los aspectos más centrales del debate en América Latina y, también en las sociedades más modernas, donde el problema de la inseguridad se suponía en gran medida resuelto, volviéndose hoy un icono de la crisis en la sociedad moderna y post-industrial.

En efecto, tanto estas representaciones como sus correlatos institucionales (normas) establecen cuándo y por qué algo es normal y tolerado sin ser percibido como “peligro” o “daño”, o catalogado como “escandaloso” o “alarmante”. Las directrices culturales surgidas en la historia establecen en el debate público qué tipo de incertidumbres y amenazas para la vida han de catalogarse como “anormales” y qué otras pueden ignorarse. La psicología cognitiva enseña que la definición y delimitación de estas es producto de un proceso social complejo
, pues es en el mundo social donde se construyen los conceptos necesarios para pensar nuestro entorno
. 

Desde esta perspectiva, la seguridad es un concepto que solamente asume significado real cuando se preguntan algunas cuestiones adicionales sobre actores, grupos, organizaciones, sociedades o naciones. O sea, ¿seguridad para quién, para qué y bajo qué circunstancias o condiciones?. La seguridad y el riesgo significan cosas distintas para distintas personas y en momentos diferentes. La seguridad de unos puede ser la inseguridad de otros. Esto produce perspectivas que refuerzan las diferencias, la asimetría en su distribución y la inequidad. 

3.- La seguridad y su rol en el desarrollo sociopolítico. 

En la base de las anteriores formulaciones subyacen un conjunto de supuestos sobre forma de alcanzar y producir seguridad en una sociedad. La adscripción y explicitación de estas premisas ayuda a comprender mejor el tipo y naturaleza de la seguridad como factor relevante del desarrollo integral de una sociedad y sus integrantes:

1. Seguridad individual y seguridad colectiva. Más allá de que la seguridad, según se señala en las constituciones y leyes de cada país, es un derecho, también es cierto que existe un bien superior que actúa como límite a las exigencias individuales: la búsqueda del bien común. 

2. Seguridad de las personas y seguridad del Estado. La finalidad de la seguridad no se acaba en la estabilidad del orden social y político, sino que se traspasa en favor del beneficiario último de la política: la comunidad representada. 

3. Seguridad como derecho individual y como bien público. La seguridad no puede ser el resultado de la privación de los derechos de las personas. La seguridad es una condición fundamental que toda democracia debe garantizar, junto a otras, como la libertad, la igualdad y la justicia. El derecho de las personas debe ser un componente central que debe guiar e inspirar las políticas en esta materia.
4. Seguridad como herramienta y producto de la democracia. La construcción de la seguridad de las personas, las formas de alcanzarla y garantizarla, tiene un componente y dividendo sociopolítico para la gobernabilidad y estabilidad de las democracias. Este desafío prescribe la adecuada interrelación de las políticas y la gestión de gobierno, enmarcadas e inspiradas en una visión de “seguridad en democracia”. 

5. Seguridad como factor clave para el desarrollo de la persona y la sociedad. La aspiración por la seguridad es funcional a la creación de mejores condiciones para la realización material y espiritual de todos los miembros de la sociedad. 

La adscripción a los términos antes señalados define y establece parámetros y expectativas respecto de la forma de alcanzar la seguridad. La mejor forma de buscar seguridad es a través de una visión integral de la realidad sociopolítica. Su materialización acontece o debe acontecer en un marco y contexto sociopolítico de mayor exigencia que antes, donde la forma de producir seguridad o la manera de reducir los riesgos y peligros son parte de un paradigma sociopolítico más amplio, en el cual la producción de la seguridad necesaria se asume como problema de derecho, de bien público y de calidad de vida
.
La búsqueda de mayores niveles de seguridad se vincula a la producción de un bien público. De esta forma, tanto el enfoque sobre la seguridad como las formas de alcanzar los niveles requeridos están en directa relación con la democracia y que la seguridad tiene como finalidad última servir a la misión del Estado. Las sociedades que aspiran al desarrollo social asumen tanto la democracia y la gobernabilidad como los derechos y obligaciones individuales y colectivas como referentes y escenario para la construcción de la convivencia social y la seguridad de y para las personas. Estos configuran el espacio sociopolítico determinante de las condiciones y la legitimidad ética y social de los esfuerzos.
El problema de fondo es que, por un lado, así como los conceptos de riesgo y seguridad son subjetivos, de la misma forma ellos están sujetos a configuraciones históricas diferentes, de ahí la necesidad de construir consensos. Los grupos sociales utilizan el riesgo para promover e intentar controlar las normas sociales. Las percepciones del peligro están relacionadas con juicios de valor. La seguridad puede ser definida como un proceso social con el propósito de alcanzar una relativa situación social, política y económica para el desarrollo de la persona y la sociedad. Por el otro, la inseguridad no es exactamente proporcional a los peligros reales que amenazan a la persona o segmento social, ella es efecto de un desfase entre una expectativa (socialmente construida) de protecciones necesarias y la capacidad efectiva de una sociedad (del Estado y de un gobierno) para ponerlas en funcionamiento
. 

La inseguridad contemporánea se relaciona con la incertidumbre y con el individualismo. Un buen número de evidencias empíricas muestran que la seguridad es básicamente una cuestión de solidaridad y de cohesión social. La inseguridad es un fenómeno social que se deriva de transformaciones importantes en la naturaleza de los vínculos y la alteridad. La frustración sobre ella se relaciona tanto con la eficacia de los mecanismos de protección civil-jurídica y sistemas de protección social y las dificultades para asegurar o neutralizar tanto los riesgos ya existentes como los emergentes, que destacan por una mayor complejidad y relatividad aparente.

De ahí la crisis presente, que se asocia a otros problemas relacionados con la vida, la propiedad, la libertad, el poder o el control en una sociedad. Estas relaciones evocan conceptos políticos tales como orden, autoridad, gobernabilidad y derechos básicos, y remiten a términos claves como son libertad y justicia
. La seguridad necesita una meta. La cuestión es: ¿para quién? Y, lo más importante ¿para qué?. Sin una visión integral estos conceptos pierden significado. Esta multidimensionalidad de los conceptos y la variedad de perspectivas que permiten, dificulta cualquier intento de definición última y justifican, como ya se ha señalado, la urgencia de acuerdos amplios. 

4.- La seguridad en la agenda pública de América Latina. 

En América Latina la preocupación por la seguridad es creciente y de naturaleza popular, en el sentido de su extensión, si bien la violencia y la inseguridad provocada por el delito son manifestaciones de larga data. Ella estructura en gran medida experiencia de amplios colectivos sociales ganando espacio en la agenda pública. Esto ha dado pie para que en los últimos años se promuevan diversas iniciativas con el respaldo internacional del Banco Interamericano de Desarrollo
, el Banco Mundial, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, Organización Panamericana de la Salud, entre otros organismos.

Ninguna duda cabe de que la actual distribución de riesgos en la mayoría de los países refleja una visión dominante estrechamente vinculada a una distribución de poder y posición social. Lo que se piensa y hace gira en torno a las presiones políticas, económicas y morales que, a su vez, influyen en los sentimientos públicos de aquello que es tolerable. En América Latina diversos especialistas destacan un creciente divorcio entre seguridad, justicia y equidad, representando hoy un desafío sustantivo en la gestión pública de los gobiernos democráticos.

Puede decirse que parte importante de los esfuerzos de los países en desarrollo lo constituye la agenda de seguridad y la sensibilidad a los “principales riesgos sociales”. Los factores de riesgo vinculados a la inseguridad son fruto de una definición social, no existiendo una delimitación univoca de estos, pero sí ciertos consensos.
En los últimos años la preocupación por la seguridad se ha expresado a través de una inquietud generalizada por la “seguridad ciudadana”, término de reciente data y todavía en construcción
. Frecuentemente se utilizan como sinónimo de problemas de delincuencia, violencia social e inseguridad ciudadana. En otras palabras, la “representación social de la seguridad ciudadana” se relaciona con la inseguridad de los ciudadanos, cuestión es mucho más compleja que la simple delincuencia, pues desde una perspectiva amplia, se asocia con “condiciones básicas de vida”, vinculadas a la calidad, el bienestar y la realización de las personas. 

La Organización de Estado Americanos (OEA), en su Declaración de Montrouis (1995), indica que por seguridad ciudadana debe entenderse la seguridad de todas las personas sujetas a la jurisdicción del Estado. Considera, además, que la seguridad ciudadana involucra elementos esenciales para el desarrollo de la sociedad, y que la criminalidad, la impunidad y la deficiencia de los sistemas judiciales y policiales afectan el normal desenvolvimiento de la vida de las sociedades, amenazan la consolidación de las democracias, deterioran los niveles de vida de la población e impiden la vigencia plena de los derechos humanos y garantías de las personas.

En esencia, existe unanimidad en señalar que la seguridad ciudadana se relaciona con valores del Estado social y democrático de Derecho, donde: a) los derechos humanos; b) la seguridad de las personas y de los bienes; c) la delincuencia y el quehacer de la policía y la administración de la justicia; d) mejores niveles de vida y generación de oportunidades, e) así como la calidad de la democracia y la gobernabilidad, son sustantivos. 

De esta forma, en términos generales, la crisis de la inseguridad en América Latina, entendida como crisis de seguridad ciudadana, remite a condiciones sociales, políticas e institucionales que objetiva y subjetivamente (percepción) afectan el libre ejercicio de los derechos individuales y colectivos, así como la convivencia y el desarrollo de la comunidad y las personas. 

En efecto, existe un creciente acuerdo entre los gobiernos y los Estados de que la seguridad ciudadana es reflejo de un problema cada vez más relevante en el debate público y que resulta de una transición tanto en el plano de las expectativas político-sociales sobre la seguridad como de la crisis social vinculada a la definición de riesgos para la población y la convivencia social, concediéndosele un carácter dinámico y global
, situación que exige intervenir decididamente en aquellas condiciones sociales, políticas, económicas, culturales, habitacionales, ecológicas, de policía, que ayudan a garantizar el adecuado y normal funcionamiento de la comunidad y mejorar la convivencia y calidad de vida de las personas, y promover la cooperación a través de una red de organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales para contribuir al empleo y la aplicación de mecanismos de apoyo eficaces en materia de prevención y control del delito
 y justicia criminal, calificándosele como uno de los principales factores para la seguridad colectiva y calidad de vida de las personas.

En efecto, debido a la mayor abundancia de información disponible (estadísticas oficiales, estudios de victimización, análisis  de la percepción), gracias al impulso de sistemas de información a nivel de gobiernos nacionales y locales, en la última década se observa una mayor conciencia y preocupación respecto de la violencia y la criminalidad en la región,  caracterizado por:

1. el incremento de los índices de victimización por criminalidad y violencia;

2. el aumento del porcentaje de delitos que se cometen con uso de violencia, en especial de los delitos contra la vida y la integridad física de las personas;

3. una alta participación en la criminalidad de la población masculina joven, tanto en calidad de víctimas como de ofensores;

4. el incremento en la intensidad de factores coadyuvantes del delito, como la desigualdad social, las secuelas de enfrentamientos armados, alto o mayor consumo de alcohol y narcóticos y violencia intra-familiar;

5. un aumento en la sensación de inseguridad;

6. la percepción cada vez más generalizada sobre la ineficiente respuesta de las instituciones encargadas de la seguridad pública (policía y justicia penal);

7. la globalización de la criminalidad (internacionalización) y la aparición de nuevas formas de delito.

En este orden de cosas, las preguntas relevantes son ¿qué factores estructurales y sociales contribuyen a la decantación de ciertos riesgos y amenazas? y ¿qué situaciones latentes y emergentes impiden el adecuado y normal funcionamiento de las instituciones responsables de materializar y garantizar determinados niveles de seguridad para las personas?. Ambas preguntas son de difícil respuesta. 

De acuerdo es esto, la acción de ciertos fenómenos, propios de la vida moderna en sociedad, como la concentración urbana, la marginalidad, la pobreza, el debilitamiento de la familia, la falta de consensos en torno a valores de convivencia, entre otros, crean un escenario propicio para el desarrollo de conductas y circunstancias que afectan el ejercicio del derecho a la seguridad y los derechos de las personas.
No obstante, en lo inmediato, la búsqueda de seguridad ciudadana ha llevado en algunos casos a la instalación y, en otros, a la consolidación de esfuerzos para reformar las instituciones del sistema de administración de justicia penal y el diseño de políticas de seguridad pública con un enfoque de seguridad ciudadana democrática, reformulando la gestión de “seguridad pública” en términos tales que la construcción de seguridad y la reducción de inseguridad se entiende hoy vinculada al acceso a la justicia con equidad y que implica, por tanto, el desarrollo de condiciones que permitan la regulación eficiente de la violencia, individual o social, incluyendo la regulación de la violencia e inseguridad provocada por la forma y actuación del propio sistema y las instituciones públicas responsables de garantizarla. 

De esta forma, el concepto “seguridad ciudadana” destaca y pone énfasis en un enfoque más integral sobre las necesidades de la población y las responsabilidades del Estado en cuanto a las condiciones para sustentar un adecuado desarrollo
 en el marco de la tolerancia y la diversidad. 
A esta forma de entender la seguridad ciudadana deben agregarse términos complementarios que, también recientemente, comienzan a jugar un rol igualmente paradigmático, como es el caso del concepto de seguridad humana, manejado por el PNUD desde 1993, para cambiar el énfasis que se hacía sobre la seguridad nacional hacia la seguridad de la gente; de una seguridad a través de armamentos a una seguridad sustentada en el desarrollo humano; de una seguridad territorial a una seguridad alimentaria, laboral y ambiental. El concepto de seguridad humana vincula el desarrollo con el ejercicio de los derechos humanos, el bienestar colectivo, la equidad y la sostenibilidad. 

En síntesis, la seguridad ciudadana comprende un ámbito amplio, pero específico a su vez, en cuanto se relaciona con otras formas de producir y garantizar seguridad, como la seguridad jurídica, ecológica, humana, democrática, etc. y lleva a centrar la mirada sobre aquello que la amenaza (como son la violencia social, la criminalidad y la inseguridad frente a riesgo reales o imaginarios) y la protege (como es el quehacer de las diversas instituciones estatales y de la sociedad civil relacionadas con su promoción y protección).

5.- 
Dimensiones de la seguridad ciudadana. 

Así, en cuanto a la connotación del término, la seguridad ciudadana se relaciona con el conjunto de sistemas de protección
 y respeto de la vida, la integridad física y los bienes de los ciudadanos frente a los riesgos a que se ve enfrentado como persona integrante de una sociedad
. 

Desde un punto de vista de las principales circunstancias que la afectan, el crimen y la violencia en América Latina han emergido y “copado” el debate público, constituyéndose en desafíos complejos para los gobiernos de los países en vías de desarrollo.
 En efecto, diversos estudios asumen que la inseguridad se vincula con un aumento de la delincuencia común y la violencia social, la consecuente desprotección provocada por la ineficacia del sistema de administración de justicia penal, y el temor generalizado que ambos fenómenos provocan (sentimiento de desprotección). 

En este contexto, y con el propósito de replantar la problemática de fondo en la mayoría de los países latinoamericanos, aquí las interrogantes claves son: i) ¿cuáles son aquellos riesgos que desencadenan inseguridad ciudadana?, ii) ¿cuáles son las respuestas de los Estados y sus gobiernos para contener o reducir dichos riesgos y amenazas?, iii) ¿cuáles los mecanismos sociopolíticos que ayudan a definir los niveles de tolerancia o su aceptabilidad?, y iv) ¿cuáles los mecanismos de contención / reparación de la inseguridad de las personas?.

Desde este punto de vista, la seguridad ciudadana se estructura en América Latina sobre la base de tres órdenes de factores interrelacionados y que revisamos someramente: la inseguridad objetiva, la inseguridad subjetiva y el rol de los mecanismos de protección para este efecto, y su diagnóstico-evaluación será fruto del contraste entre estos factores (dimensiones) y su correlato con el ejercicio real del derecho que tiene toda persona, natural o jurídica, a desenvolverse cotidianamente libre de amenazas a su vida, libertad, integridad física, psíquica y social, lo mismo que al goce de sus bienes.

5.1
La inseguridad objetiva.

Esta dimensión relaciona la criminalidad y la violencia con la probabilidad de sufrir un incidente o ser autor de este u otras conductas desviadas, rechazadas por la sociedad, que constituyen amenaza y que, en consecuencia, pueden asumirse como claves en la determinación del nivel de riesgo objetivo o su probabilidad. En esencia, dice relación con hechos concretos que suceden en un espacio y momento determinado. Es el estado de la seguridad real en la cotidianeidad de las personas.

No existe hoy sociedad humana sin mecanismos de control formal e informal de las conductas desviadas, como es la criminalidad. El delito es un factor objetivo desigualmente repartido entre sociedades. Es decir, su incidencia no es uniforme. Además, la pauta de variación en la percepción y el riesgo objetivo de ser víctima de un delito, se explica en gran parte por las diferencias estructurales y socioculturales entre países. En consecuencia, ante la criminalidad hay sociedades más seguras que otras. 

El delito también es consecuencia de una construcción normativa especificada en la ley. Así, las conductas desviadas efectivamente o potencialmente dañinas son abordadas a través de diversas políticas, entre las cuales la política penal y la política de seguridad ciudadana son relevantes. Con ello, los medios y las posiciones en la definición de riesgo (y del delito) se convierten también en posiciones sociopolíticas claves (estigmatización y tolerancia). 

Una forma de acercarse a la distribución de la inseguridad objetiva es cuantificando las víctimas y enfocándolas como fuente de información (reporte de victimización). Esto permite detectar parte importante de los sucesos que sufre la población, y es complementaria pero más cercana a la realidad que la estadística oficial que construyen los órganos de justicia y seguridad (denuncia de sucesos). La victimización es un proceso por el cual una persona se convierte en víctima. Esto no ocurre de manera uniforme, pues su distribución es diferenciada en términos de variabilidad temporal y espacial. 

Cada tipo de delito tiene su propio perfil de riesgo. En general, determinados grupos sociales están más expuestos a ellos que otros y sufren mayores niveles de victimización. Su distribución puede medirse diferenciando entre prevalencia de víctimas (el porcentaje de víctimas en una población o tasa) y la concentración o incidencia de victimización (el número de delitos por cada 100 personas). 

Se pueden considerar, al menos, dos formas de victimización. La primera distingue entre victimización primaria, que refleja la experiencia individual de la víctima y las consecuencias físicas, económicas, psicológicas o sociales que acarrea el delito sufrido, y victimización secundaria, derivada de las relaciones de la víctima con la policía y el sistema jurídico-penal, generalmente provocada por un choque entre las expectativas de la víctima y la realidad institucional. A menudo, esta resulta más negativa que la primaria, incrementando los efectos de daños psicológicos o incluso patrimoniales. La segunda se refiere a una victimización indirecta o vicaria, que se enfoca sobre personas cercanas a las víctimas que desarrollan sentimientos hacia este tipo de incidentes que, con frecuencia, repercuten en sus hábitos y comportamientos, como ocurre con la victimización directa. 

Se identifican al menos cinco factores que influyen en el riesgo de victimización. El primero es la vulnerabilidad, entendida como desprotección (Ej. pertenencia a un grupo de riesgo). El segundo es la precipitabilidad, (Ej. exponerse en situaciones que favorecen el delito, como ocurre con ciertos estilo de vida). El tercero es crear situaciones propicias para el suceso (Ej. disminuyendo la probabilidad de ser sorprendido o incrementando el beneficio potencial de un delito). El cuarto es el atractivo asociado al objetivo (Ej. determinados colectivos están más desprotegidos política, cultural, económica o socialmente como es el caso de inmigrantes, pobres, ancianos, o niños). El quinto factor son los hábitos de seguridad que pueden ser pasivos (alarmas, cerraduras reforzadas) y activos (salir a la calle con luz, vestirse de determinada forma)
. 

Algunos de esos factores de riesgo tienen que ver con cuestiones muy sociológicas. Por ejemplo, es el caso de la estructura de la edad, género, clase social, hábitat urbano o rural, o su grupo étnico. Los varones tienen un riesgo más elevado de sufrir un incidente, en especial violento. La edad es un factor de riesgo determinante en las agresiones. Los más jóvenes tienen un riesgo alto y, si son varones, el riesgo es mayor aún. Mujeres y varones sufren por igual los delitos contra la propiedad. A diferencia de lo que suele pensarse, los ancianos y las mujeres no son las mayores víctimas de sucesos. En los países donde la etnia es un factor a considerar, se observa que algunos grupos suelen declarar más victimización en casi todas las categorías de incidentes que otros grupos étnicos. Por niveles socioeconómicos, las capas con ingresos más bajos declaran sufrir más agresiones personales. Pero la diferencia más visible está en la sensibilidad hacia la violencia.

También la distribución geográfica de los riesgos es desigual. Existe una relación entre el tamaño y densidad poblacional de la ciudad, y la delincuencia. Las concentraciones de población proporcionan mayores oportunidades al delincuente, riesgos a las víctimas, y dificultad para el control social.

Por otra parte, el estilo de vida está asociado a la inseguridad y al riesgo de victimización. Las diferencias en el modo de vida están determinadas socialmente por elecciones individuales y adaptaciones a los intereses sociales. Los medios de comunicación juegan un papel significativo en el estilo de vida, porque influencian en las actitudes y las expectativas de las personas. Éstas expectativas culturales llevan al establecimiento de patrones de actividades rutinarias. Por lo tanto, el estilo de vida
 es un factor a considerar en la probabilidad de ser víctima de un delito.

En general, determinados grupos sociales sufren mayores niveles de victimización o son más vulnerables. Cada tipo de delito tiene su propio perfil de riesgo. Determinados comportamientos de riesgo aumentan el riesgo de este tipo de incidentes. En síntesis, de múltiples formas y en diferentes espacios, la inseguridad objetiva se concreta en lo cotidiano. Su distribución no es azarosa. Ella aprovecha las vulnerabilidades sociales de las personas, sus rutinas diarias. El delito busca las oportunidades que le ofrece la vida productiva y social. Diferentes sociedades tienen diferentes patrones de incidencia delictiva.

Otro factor de riesgo objetivo es la violencia, conducta desviada que en muchas ocasiones no es o no puede abordarse como conducta criminal propiamente tal. Si bien están interrelacionados, violencia y delincuencia son fenómenos distintos. 

Existe consenso respecto del carácter relacional de la violencia (relación social). La OMS define la violencia como “el uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona, o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones”
, a lo que se agrega que es una forma recurrente de resolver los conflictos
 y que tiene que ver con el antagonismo y las asimetrías de poder y autoridad en la sociedad
.

Según su naturaleza, la violencia se puede clasificar en física, psicológica y sexual; según la persona que sufre la violencia puede agruparse en: violencia contra los niños, las mujeres, los ancianos, entre otros; según el motivo, violencia política, racial, etc.; y, de acuerdo con el lugar en que ocurre, puede calificarse como doméstica, en el trabajo, en la vía pública, etc. La violencia se puede definir también por los efectos que causa esa fuerza sobre su receptor y se tipifica como personal o institucional, y física o psicológica
. A las anteriores diferenciaciones se agregan otras clasificaciones que pretenden destacar su carácter estructural y sistémico (latente)
.

Particularmente importante son, por cierto, las manifestaciones y niveles de violencia tanto en el ámbito público como en el privado y que deterioran los niveles de convivencia en una sociedad. América Latina es la segunda región más violenta del mundo (con un tasa, por ejemplo, de 12 homicidios cada 100 mil habitantes). A ello se agrega que las muertes violentas, lesiones y violencia doméstica o intrafamiliar, entre otros comportamientos que no siempre tienen expresión física o de violencia explícita, como son situaciones sicológicas, como la exclusión y estigmatización, por ejemplo, afectan significativamente la calidad de vida de los ciudadanos. La magnitud y su correlato subjetivo (miedo) confirman la urgencia de un abordaje con estrategias y políticas eficaces diferenciadas a tendiendo a los factores de riesgo. Ninguna duda cabe sobre la violencia como limitante importante del desarrollo socio-económico.

Desde un enfoque psicosocial, no es un problema individual. Ella tiene que ver con el entramado social. La urbanización refleja y reproduce complejos procesos que afectan la sociabilidad de las personas y transforman las relaciones sociales, a saber: desde la multiplicación de canales de comunicación que conducen a una sobrecarga informativa, hasta la sobrevalorización de la autonomía individual, el anonimato, la generación de espacios cerrados, el aislamiento y la soledad, disolviendo las tradicionales relaciones “cara a cara”, acentuando la deprivación social y afectiva. Desde un punto de vista epidemiológico, tanto su aparición como su aumento son multicausales, confluyendo factores individuales, familiares, sociales y culturales, que inciden en los patrones de conducta doméstica y social
.
Así, a la hora de dimensionar la naturaleza de los problemas de inseguridad, no puede dejarse de lado el análisis de factores de riesgo objetivos que se vinculan al desarrollo de conductas desviadas y la victimización, variables que en ningún caso, no obstante lo señalado, pueden asumirse como determinantes, pero si condicionantes o facilitadores concurrentes. Es decir, existen factores: i) a nivel individual; ii) de carácter familiar; iii) de carácter social; y, iv) de carácter contextual que potencian estas manifestaciones. 

Desde este punto de vista, las amenazas a la seguridad de las personas surgen no sólo de situaciones ligadas a la violencia y la delincuencia en las grandes urbes, sino también circunstancias estructurales complejas en una sociedad, como la pobreza, la marginalidad-exclusión y la falta de oportunidades para el desarrollo de las personas. Así, una eficaz política de seguridad ciudadana dependerá de una efectiva política social, sin que una reemplace a la otra
.
5.2
La inseguridad Subjetiva.

Esta dimensión hace referencia a una construcción imaginaria que la población hace respecto del estado de la seguridad. La dimensión subjetiva está relacionada con el miedo y con la percepción del riesgo y probabilidad subjetiva de sufrir un delito. El miedo, la percepción de seguridad y la sensación de inseguridad tienen gran importancia en la vida colectiva. Éste cumple una función de autoprotección y “decodifica” señales (mecanismo de percepción selectiva de la realidad cotidiana) generando un estado permanente de alerta. El miedo es una consecuencia de la percepción de riesgo. Ambos fenómenos tienen que ver con variables psicosociales, asociadas a la construcción de “realidades sociales” y “realidades virtuales”. 

En términos prácticos, ella se expresará en la sensación del ciudadano de sentirse protegido y resguardado en su integridad psíquica, física y patrimonial a través de un reconocimiento explícito de sus derechos individuales y colectivos
. Esa percepción influye en la tolerancia hacia la desviación, así como en las actitudes y demandas hacia las instituciones. Pero, a su vez, sufre la influencia de creencias, valores y experiencias que no necesariamente tienen que ver con el delito. El miedo al delito y la sensación de inseguridad se correlacionan con otras inseguridades vitales como la soledad, enfermedad, pobreza, incapacidad física o la falta de recursos, entre otros. Además, se relaciona estrechamente con la evaluación del entorno físico y social de las personas (su ciudad, su barrio, su comunidad, su hábitat cotidiano).

Con respecto a los elementos subjetivos, la inseguridad se asocia con el temor a ser víctima de algún delito, como también por vivencias directas e indirectas de la población ante la delincuencia (victimización vicaria o indirecta). Este sentimiento de inseguridad también se relaciona con el surgimiento de un mercado de la seguridad, con la construcción de escenarios comunicacionales, reales o aparentes, como la existencia de tráfico y consumo de drogas, entre otras. Estos ejemplos sirven para considerar la separación entre lo percibido o subjetivo y lo real u objetivo, dicotomía que tiene varias explicaciones y que tampoco se asocia a un tipo de sociedad en particular, aún cuando en algunas este fenómeno es mayor que en otras
.

Diversos estudios muestran que el miedo, más que un problema individual, es producto de una complejidad de factores psicológicos y ambientales, con un origen social, y no necesariamente se relacionan con la delincuencia
. Existen diversos factores que influyen en la percepción de la inseguridad
, que se señalan a continuación: i) la experiencia previa de sufrir un delito; ii) el riesgo objetivo de sufrir un delito; iii) la percepción sobre el propio riesgo personal, que no suele coincidir con el riesgo objetivo; iv) la percepción de desorden e imprevisibilidad del entorno (condiciones ambientales, físicas y cívicas de un barrio, p.e. suciedad, deterioro, alborotos, vandalismo, pandillas
); v) el realismo de la información disponible sobre delitos y víctimas; vi) la visibilidad y confianza en la policía y en el sistema penal (la imagen de eficiencia hace aumentar la confianza); y, vii) la percepción de la gravedad de los delitos. Los delitos relacionados con la violencia son los más temidos. También el consumo de ciertas drogas lleva a una percepción de amenaza tanto por la imagen de violencia que ofrece, como por la enajenación de la persona con la que se asocia.

Como ocurre con la inseguridad objetiva, la percepción del riesgo y el miedo no se distribuyen o presentan de manera similar en toda la sociedad. Las diferentes características sociodemográficas de los individuos son discriminantes en la mayoría de los casos. La vulnerabilidad discurre según factores tales como la edad, género, estado civil, pobreza, educación, etnia. 
No obstante lo señalado, las consecuencias del miedo –asumida como causalidad o efecto- son críticas desde el punto de vista de la convivencia y la calidad de vida de las personas. Por una parte, el miedo y la percepción de riesgo pueden llevar a las personas a cambiar o a ajustar sus actividades rutinarias. Por la otra, el miedo aumenta la actitud defensiva, la desconfianza y la intolerancia
. Se relaciona estrechamente con la distancia relacional entre grupos sociales y la percepción de amenaza. No es equívoco señalar, entonces, que la intolerancia produce desviación y desviados. En efecto, la desviación, además de la trasgresión de las reglas sociales (normas, costumbres, valores), también se construye a partir de la calificación de comportamientos que la sociedad define como peligrosos, amenazantes, o cualquier adjetivo que exprese estigma. En la práctica, se confunden los actos peligrosos con las personas peligrosas (representaciones sociales). Esto ocurre porque la población tiende a anticiparse al acto desviado intentando identificar a las personas que lo realizan. De esta forma, la intolerancia y la inseguridad se vinculan con conflictos y desviación. 

En síntesis, la inseguridad subjetiva se reparte de forma desigual entre los grupos sociales y en ella influyen diversos factores. Afecta la tolerancia, direcciona (orienta) las demandas de seguridad y las actitudes hacia las instituciones y el delito. Se construye a partir de la comprensión y la construcción que de la realidad o del entorno hacen las personas en particular y la sociedad en su conjunto. Como construcción de la realidad, se interpreta basándose en la experiencia individual y social. Sufre influencia de la cultura y el contexto socioeconómico y está asociada a otras inseguridades vitales o del entorno. Por tanto, la vivencia y necesidades de las personas van a determinar su percepción de la seguridad.

Aquí cabe advertir entonces que, asumiendo que es fruto de diversos factores interrelacionados, desde el punto de vista de la evaluación de la inseguridad subjetiva, necesariamente ésta debe ocurrir a partir del destinatario o demandante (usuario) de la esa seguridad.

5.3
Mecanismos de protección y gestión sobre problemas asociados a la seguridad ciudadana.

En primer término es importante destacar que al amparo de una noción renovada de la seguridad en la mayoría de las países latinoamericanos ha tenido lugar una transición desde un enfoque fundado en la noción de orden y seguridad pública hacia otro que progresivamente aborda la inseguridad y el riesgo, con una mirada más integral y extensiva, y que busca construir certezas en las personas de que sus derechos serán respetados y no vulnerados por la acción y efectos de la delincuencia y la violencia e, incluso, por los propios órganos del Estado responsable de otorgar seguridad y justicia. 

La importancia y responsabilidad que tiene cada Estado de establecer y mantener un sistema de justicia penal equitativo, responsable, ético y eficiente, como se expresa en el Informe del Xº Congreso de Naciones Unidas
, se extiende también a la producción de la seguridad ciudadana. Según esto, los Estados, los gobiernos y las sociedades requieren de mecanismos de anticipación, reconocimiento, aproximación para la prevención y control de los riesgos y amenazas para la seguridad de las personas, derivadas del crimen y la violencia y sus efectos individuales y sociales.  

De esta forma, será necesario examinar la existencia y el funcionamiento de sistemas de seguridad ciudadana en las sociedades donde ella es un problema manifiesto.

No existe una definición de sistema de seguridad ciudadana, no obstante ella es necesaria cuando se intenta diagnosticar y evaluar la actuación en este campo, en atención al carácter extensivo del fenómeno de la inseguridad en la sociedad y la interpelación a una actuación en diversos frentes. De esta forma, aquí se propone avanzar en una definición del siguiente tenor, promoviendo la focalización en torno al conjunto de organismos públicos y privados, nacionales y locales,  que se relacionan entre sí actuando concertada y ordenadamente, coordinados por una ley, una política  y principios o normas de actuación, con la función de anticipar y reaccionar ante los problemas de inseguridad ciudadana, con el objeto de reducir sus causas y efectos a través de instrumentos (estrategias, planes y/o programas, recursos técnicos y humanos, logísticos y materiales), para provisionar prestaciones suficientes y efectivas ante los estados de necesidad social e individual, formando parte del sistema de protección civil y social de una sociedad.

 Al respecto, en algunos países latinoamericanos, la preocupación de las autoridades se expresa en el diseño y materialización jurídica de una institucionalidad para la seguridad ciudadana
. En efecto, algunos han iniciado en la última década procesos de reformulación o instalación de mecanismos que contribuyen a una mayor protección con el objetivo de desarrollar condiciones socio-institucionales más favorables en complemento más que reemplazo de los tradicionales mecanismos de seguridad y justicia. A pesar de estos esfuerzos, también es cierto que distan de una aplicación real o funcionamiento a plenitud de ellos.  

Lo anterior se debe, en cierta forma, a que estos mecanismos de protección reaccionan, como cualquier sistema, a las leyes de la causalidad y teleología mientras exista entre ellos interrelación con el contexto. Indudablemente, estos sistemas son sensibles al entorno y responden a una visión dominante, tendiendo a chocar con los otros debido, principalmente, a la falta de armonía y coordinación entre políticas sectoriales y ejecutores en diversos niveles. Así, un sistema de seguridad ciudadana deberá ser analizado en términos de contribuciones (inputs) y producciones (outputs) respecto de su objetivo: el desafío de contener y/o reducir la inseguridad (demanda) y su eficacia en correlación dentro del amplio sistema de protección que es tarea del Estado (políticas), dado que la producción de seguridad ciudadana es una variable dependiente tanto de una eficaz política judicial como de una efectiva política social, económica, de salud y educacional
. 

De esta forma, la respuesta a la demanda social de seguridad ciudadana es un campo de análisis y evaluación complejo. Esta puede conocerse a través de diagnósticos sobre los mecanismos y el estado de implementación, así como los impactos de los programas e intervenciones en esta materia. Aquí, sin embargo, es importante advertir la necesidad de construir consensos políticos y técnicos, por cuanto en el diseño y ejecución de la(s) política(s) subyacen premisas sobre el rol del Estado y sus órganos de seguridad y justicia, de la sociedad civil (comunidad), del sector privado y de las personas mismas, así como de la aceptación y protagonismo de ciertos modelos de intervención sobre los factores causales y efectos correlacionados que se sustentan en diversas teorías criminológicas, así como en el modelo de políticas públicas en este campo. A ello de agrega el campo de los interese públicos y la agenda política de los gobiernos (como es la demostración de eficacia y efectividad). 

Los fundamentos teóricos de las políticas de seguridad discurren desde debates en torno a la concepción y construcción del orden social, las causas de la delincuencia, violencia y el temor, las consecuencias de estos tres fenómenos sociales vinculados, el papel de las agencias de prevención, control y reparación, el papel de la población y, el diagnóstico del o los problema(s) así como las estrategias más efectivas para tratar a las víctimas, victimarios y potenciales afectados. Al respecto, puede señalarse que, producto de una importante carencia de estudios científicos y sistemáticos, reina una cierta sobreabundancia de propuestas y enfoques y faltan certezas prácticas entre quienes deben y pueden hacer algo real y concreto para reducir la inseguridad.

Este panorama es preocupante, por cuanto a lo anterior se asocian otros factores, como la convicción más o menos generalizada sobre la incapacidad de la policía y otras instituciones gubernamentales para mejorar los mecanismos legales y las políticas de prevención y control del crimen, que frecuentemente reaccionan con propuestas de políticas parciales y carentes de un respaldo técnico y empírico adecuado, e inconsistentes con políticas criminales eficaces
. Este escenario se complica aún más si se considera el consabido riesgo de que la percepción de ineficacia de los sistemas de protección para la seguridad de las personas puede afectar la confianza en las autoridades y las democráticas, poniendo en jaque su sustentabilidad (credibilidad y legitimidad social) de éstas como sistema político para el ejercicio de los intereses individuales y colectivos. 

Cuando se asume que las políticas de seguridad ciudadana expresan y orientan el actuar de autoridades y organismos, entonces puede señalarse que las políticas para disminuir la violencia y la criminalidad (inseguridad objetiva) se complementan con políticas para reducir la inseguridad subjetiva. No obstante lo señalado, es una faceta que recién comienza a considerarse en toda su dimensión e implicancias. 

En efecto, en la mayoría de los casos han existido políticas y estrategias sustentadas en dos tipos de enfoques complementarios: control y prevención del delito y la violencia
. 

El primero pone énfasis en las medidas ejecutadas a través del sistema de justicia criminal y utiliza los mecanismos legales existentes
, donde -con mayor o menor énfasis- los principios de las políticas penales han sido: i) la retribución, ii) la disuasión individual y general; iii) la incapacitación y, iv) la rehabilitación, sin que ninguna de ellas por si sola haya demostrado ser cabalmente eficaz. En efecto, con una perspectiva convencional los esfuerzos desplegados por los gobiernos nacionales y locales en la región han privilegiado las acciones punitivas a través de la policía, tribunales de justicia y sistema carcelario, enfatizando la represión. Sin embargo, los resultados no han sido los esperados
. Un silente testigo de lo señalado son los procesos en marcha de reformas tanto penales como policiales en la mayor parte de los países de América Latina. 

La prevención, por su parte, más allá de las distintas formas de clasificación
, considera una significativa variedad de acciones orientadas a evitar que el delito ocurra no sólo a través del sistema formal de justicia criminal (sistema oficial), sino que también a través de la promoción e implementación de estrategias que involucran a los diferentes sistemas informales (sistemas oficiosos)
. En la última década esta ha adquirido tanta relevancia como el control formal, por cuanto abre un espacio de actuación a diferentes actores, a la luz de la necesidad de enfoques más integrales y la aplicación de estrategias e iniciativas en diferentes frentes, y la promoción de la participación activa de diversas instituciones del Estado, junto a organizaciones no gubernamentales y la ciudadanía misma
. 

En esencia, los principios rectores que guían actualmente las acciones en el amplio campo de la prevención van desde: i) una prevención de base social; ii) la prevención basada en el delincuente; iii) la prevención basada en el delincuente potencial; iv) la prevención basada en la víctima real o potencial; v) la prevención basada en espacios y situaciones; hasta vi) la reparación, restauración y mediación
. Estas líneas de actuación dan origen a una importante gama y variedad de iniciativas, muchas de las cuales se aplican de manera dispersa, sin coordinación, sin evaluación y sin mayores reparos o adecuaciones a realidades particulares, cubriendo o involucrando sectores, tales como: i) educación; ii) salud; iii) desarrollo urbano y vivienda; iv) servicios sociales; v) policía; vi) justicia; vii) sociedad civil; y viii) medios de comunicación.

En efecto, si bien la literatura ofrece abundantes descripciones de experiencias exitosas y/o prometedoras en diferentes países y contextos
, también resulta paradojal constatar que el problema de la inseguridad derivada de la criminalidad y la violencia, lejos de estar resuelto o controlado, en muchos de esos contextos de aplicación los problemas permanecen y se acrecientan. Indudablemente es desconcertante observar que más que identificar “buenas prácticas” el problema es llevarlas a la práctica realmente (si todo lo señalado se hiciera y bien, podría pensarse que otro sería el panorama). Esto lleva a poner sobre el tapete la evaluación tanto de los diseños, la ejecución y la aplicación de mecanismos y estrategias, más que los fundamentos criminológicos, sociológicos y políticos-doctrinales de estas. 

La revisión de diversas experiencias
 enseña que para una eficaz gestión en este campo, los siguientes conceptos constituyen guías en las políticas de seguridad ciudadana: i) integralidad; ii) gestión eficiente y eficaz; iii) coproducción; iv) doble focalización; v) participación social y coalición local; vi) énfasis socio-preventivo; vii) énfasis situacional; viii) desconcentración administrativa y territorialización; y, ix) coordinación y trabajo interinstitucional.

A lo anterior se agrega también que deben asegurarse diversas condiciones y requisitos que ayudan a la eficacia del sistema de seguridad ciudadana
, tales como: i) trabajar sobre la base de un diagnóstico compartido, oportuno, fundado técnica y empíricamente, sobre la(s) naturaleza(s) del(os) problema(s), la(s) prioridad(es) y el (los) efecto(s); ii) una planificación y ejecución eficiente, guiada por indicadores e índices de resultado e impacto; iii) la reformulación e innovación en las estrategias atendiendo a las diversas realidades; iv) la implementación de “políticas públicas” donde el liderazgo, la coalición y la participación es efectiva y “productiva”; y, v) la existencia de una institucionalidad con respaldo político, jurídico, técnico y económico adecuado, entre otros factores.

6.- Líneas de investigación.

Se asume un enfoque limitado de la seguridad ciudadana, englobando en ella fenómenos sociopolíticos de naturaleza distinta, pero relacionados, como son la criminalidad y la violencia (inseguridad objetiva) y la percepción de riesgo y el temor (inseguridad subjetiva). La distinción de estos fenómenos, calificados como amenazas a la calidad de vida y riesgos para la seguridad de los habitantes, es fundamental en el marco de una evaluación práctica del estado de la seguridad ciudadana en los países, es decir, de los problemas y mecanismos de protección existentes o diseñados para este efecto. Esto permitirá examinar acciones y estrategias asociadas a una de estas facetas, así como diagnosticar y evaluar su efectividad. 

De esta forma, y en sintonía con el documento “Guía para la Evaluación del Sector de Seguridad Ciudadana BID-RE1/SO1 Estudio: Políticas Públicas de Seguridad Ciudadana en Argentina, Chile y Uruguay”, se proponen los siguientes campos de análisis para este estudio: 

I. El contexto y las causas, que apunta a apreciar los factores relevantes que conforman el escenario socio-económico y político determinante de la situación de seguridad/inseguridad, particularmente en las manifestaciones de delincuencia y violencia, así como en el temor y la inseguridad de la población. 

II. Los problemas de inseguridad objetiva y subjetiva (real y perceptiva) y sus consecuencias, que apunta a un diagnóstico sobre la magnitud y evolución de la delincuencia, la violencia; así como de la inseguridad y el temor asociados a ellas.

III. El deterioro de los servicios públicos fundamentales o crisis del sistema de formal de protección (prevención y control), que apunta conocer el estado de las instituciones del sector (marco jurídico e institucional) y sus colaboradores públicos y privados, así como otras indirectamente relacionadas con el desarrollo social. 

IV. Las políticas de seguridad urbana y su eficacia, que apunta a una revisión del estado de la política de seguridad ciudadana (PSC), de los criterios, de la implementación de estrategias y la cobertura de planes de seguridad ciudadana, así como de aspectos relacionados con la gestión y coordinación de la misma a nivel central, regional y municipal.

Desde este punto de vista, se trata entonces de conocer la capacidad de los países y los gobiernos a través del estudio de sus sistema de seguridad ciudadana (institucionalizado, explícitamente o no) y de dar respuesta efectiva a la demanda frente a la inseguridad ciudadana, conteniendo y reduciendo riesgos, amenazas o vulnerabilidades asociadas a la delincuencia común, la violencia y el temor en las personas, y cómo los previenen, los contienen y los reducen. Dichas actuaciones se vinculan con políticas de seguridad ciudadana, es decir, las medidas implementadas como correlato al propósito de contrarrestar los riesgos, amenazas y condiciones de vulnerabilidad de los integrantes de una sociedad.
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